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        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio nueve de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-003-2009-00141-01

Acta N° 310 de julio 9 de 2009
Decide la Sala la impugnación interpuesta por el accionante contra la sentencia proferida el 26 de mayo último por el Juzgado Tercero Civil del Circuito en esta acción de tutela interpuesta por José Maximino Gañán Gañán frente al Instituto de Seguros Sociales. 

ANTECEDENTES

Actuando en su propio nombre, el señor José Maximino Gañán Gañán (no José Maximiliano como se le citó a lo largo de la actuación),  presentó esta acción de tutela reclamando protección para su derecho fundamental de petición que considera vulnerado por el Instituto de Seguros Sociales.
Indicó que el día 21 de noviembre de 2008 radicó toda la documentación que se le exigía para efectos de reclamar la pensión por vejez y que hasta la fecha de promoción de la demanda no se le había resuelto tal solicitud; por ello, deprecó, que se le ordenara al Instituto de Seguros Sociales que diera respuesta a la misma.

El juzgado admitió la acción y dispuso el traslado de rigor; oportunamente se pronunció el Instituto demandado, cuya Jefe del Departamento de Pensiones indicó que se están adelantando todas las gestiones necesarias para decidir la solicitud pensional reclamada, pues es necesario que la AFP COLFONDOS efectúe la devolución de las cotizaciones al ISS Nivel Nacional y que las mismas sean acreditadas ante esa seccional por parte de la oficina de Devolución de Aportes, a la que se le solicitó agilizar el trámite; anexó copia de la respuesta enviada en ese sentido al demandante, calendada al mayo 21 pasado, en la que también se le mencionó que la resolución de fondo se expediría en un término no mayor de 30 días.

Procedió el despacho a proferir la sentencia de instancia en la que negó el amparo argumentando, en síntesis, que como al actor ya se le había dado respuesta sobre el trámite requerido se estaba frente a un hecho superado. Inconforme con esa decisión el actor la impugnó.
Recibido el expediente en este despacho, se dispuso como prueba de oficio requerir al ISS para que precisara si la constancia de radicación de documentos a que se refería el actor en su demanda y que aportó con la acción, visible a folio 11 del cuaderno 1 del 21 de noviembre de 2008, correspondía, en efecto, a la relacionada con la mencionada petición de reconocimiento de la pensión de vejez. En su respuesta clarificó que tal desprendible representa la radicación formal de una solicitud de prestación económica por vejez del afiliado demandante ante el CAP del ISS Seccional Risaralda y conlleva el aporte de documentos para abrir el expediente del caso con los que se procede al estudio pertinente.
 Ahora, es oportuno resolver, previas las siguientes:
CONSIDERACIONES

La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

Aquí el accionante se queja de la vulneración de su derecho de petición, derecho consagrado como fundamental en nuestra Carta, y endilga tal trasgresión al Instituto de Seguros Sociales-Seccional Risaralda-, por una omisión suya para emitir la respuesta debida.
La juez de primera instancia concluyó que no existía tal trasgresión porque al demandante ya se le había dado respuesta, en la que se le dio a conocer el trámite que se adelantaba para el reconocimiento de la prestación requerida.
Para la Sala, sin embargo, la cuestión es de otro tenor. En efecto, acudiendo a los plazos que la jurisprudencia ha señalado, con apoyo en la legislación vigente, para que las autoridades competentes den respuesta  a los derechos de petición en pensiones, tal como se observa, por ejemplo en la sentencia SU-975 de 2003 que delineó las posibles situaciones que se pueden  dar en torno a ellos, se dijo:

“6) Del anterior recuento jurisprudencial queda claro que los plazos con que cuenta la autoridad pública para dar respuesta a peticiones de reajuste pensional elevadas por servidores o ex servidores públicos, plazos máximos cuya inobservancia conduce a la vulneración del derecho fundamental de petición, son los siguientes:

(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.”

En este caso ninguno de tales términos se ha cumplido.  El primero no, porque basta ver el lapso transcurrido desde la presentación de la solicitud (21 de noviembre de 2008) y la respuesta de que se le dio al demandante ((mayo 21 de 2009), ya en trámite la acción de tutela,  para darle a conocer apenas los trámites que se estaban adelantando, mismos que concluirían en 30 días más, esto es, para el 21 de junio siguiente.  Los segundos tampoco, porque a esta altura del trámite, según se corroboró también por la Sala en esta instancia, no sólo se ha superado ese mes para dar la respuesta de fondo del caso, sino que con creces se han desbordado los 4 meses a que se ha referido la máxima corporación constitucional para dar una solución definitiva a la solicitud de pensión; más aún, los 6 referidos meses también transcurrieron ya. 
Recientemente reiteró la alta Corporación que:

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses, respectivamente, amenazan la vulneración del derecho a la seguridad social. Todos los mencionados plazos se aplican en materia de reajuste especial de pensiones como los pedidos en el presente proceso.”

Así entonces, los operadores públicos y privados del sistema general de pensiones disponen de un plazo de seis meses contados a partir del momento en que se radique la solicitud, para adelantar los trámites necesarios para resolver sobre la petición en concreto y comenzar a pagar la pensión correspondiente. Al superarse ese término, está vulnerándose el derecho fundamental de petición que le asiste al solicitante y será procedente el amparo constitucional del mismo. 

De tal manera, es ostensible que poco más de un año después de haber sido radicada la solicitud, la entidad afirma por primera vez, a través de una servidora suya, que la petición se encuentra en turno para estudio y pasan otros nueve meses y luego 5 meses más, para que se le diga al peticionario básicamente lo mismo, sin respuesta sustancial.

Para esta Sala es evidente que esos escritos en nada satisfacen el derecho de petición, pues la sola referencia al estado inerte en que se encuentra la solicitud y las etapas que debe surtir, no constituye un pronunciamiento eficaz y oportuno sobre el asunto cuya resolución se solicita, pasando más de tres años sin avance ni atención real, sobrepasándose en un asunto pensional el tiempo establecido por la ley y la jurisprudencia para obtener la respuesta requerida.” 

Sin dubitación alguna, se tiene que concluir, entonces, que contrario a lo decidido en primera instancia, al señor José Maximino Gañán Gañán sí se le ha violentado el derecho fundamental que por esta especial vía reclama y en consecuencia, sin que sea necesario ahondar más sobre el tema, dada la claridad que los hechos reflejan, se revocará la sentencia de fondo producida dentro de esta acción de tutela y se ordenará al ente accionado expedir el acto administrativo que resuelva de fondo y en forma efectiva sobre la prestación reclamada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación que se le haga de este proveído. 
DECISIÓN
 



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia dictada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que José Maximino Gañán Gañán le promovió al Instituto de Seguros Sociales, Departamento de Pensiones de Risaralda. 




En su lugar, se ampara el derecho fundamental de petición deprecado por el accionante y se le ordena a la Jefe de ese Departamento, María Gregoria Vásquez Correa, o a quien haga sus veces, que en un término no mayor de cuarenta y ocho horas, contadas desde la notificación de esta providencia, emita el acto administrativo que corresponda, en relación con la prestación económica solicitada por el señor José Maximino Gañán Gañán el 21 de noviembre pasado. 

Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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